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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la señora Marcela Bueno Aguirre en contra de la Dirección de  Investigación Criminal e Interpol – DIJIN Policía Nacional Metropolitana de Pereira y Migración Colombia de Pereira por la presunta vulneración de su derecho fundamental a la libre locomoción.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Manifestó la señora Marcela Bueno Aguirre que fungió como Gerente Regional de COOMEVA EPS SA, en la Regional Eje Cafetero hasta el día 3 de marzo de 2017, fecha en la cual le fue aceptada la renuncia presentada.  Por lo tanto, se informó a los diferentes Despachos judiciales en los cuales se adelantaban incidentes de desacato que la accionante no laboraba para esa EPS y por tanto, no era la persona llamada a dar cumplimiento a las sentencias de tutela.

Informó la señora Bueno Aguirre que había programado un viaje vacacional en compañía de su esposo e hijas a Canadá desde el 27 de junio hasta el 29 de julio del presente año, pero al momento de hacer emigración en el aeropuerto El Dorado en la ciudad de Bogotá fue retenida por cuanto le aparecen reportadas varias sanciones de arresto ordenadas por los Juzgados Cuarto Promiscuo Municipal de Chinchiná, Promiscuo Municipal de La Virginia, Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías de Pereira y los Juzgados 1º y 10 Civiles Municipales de Manizales.  Al respecto, informa la accionante que cada uno de los despachos allegaron los oficios por los cuales se informa a las autoridades competentes que se dejaban sin efecto las sanciones impuestas a la misma.
Indicó la actora que el 27 de junio de 2017 fue traslada a la URI de Engativá en donde el patrullero a cargo Oscar Castañeda, realizó contacto con los diferentes despachos judiciales antes referidos, evidenciando que ninguna de las órdenes de arresto estaba vigente.  Así mismo, mediante correo electrónico, los mencionados despachos remitieron copia de las de las actuaciones con relación a que habían unas sanciones cumplidas y otras revocadas, lo que le permitió a la accionante trasladarse al aeropuerto internacional de Bogotá; sin embargo, estando nuevamente en emigración, el funcionario le indicó que no era posible su salida del país, ya que seguía vigente el reporte de sus antecedentes y en tal sentido, le solicitaron los documentos originales de las revocatorias de las sanciones, a pesar de que los mismos reposan en sus archivos, según las pruebas adjuntas y adicionalmente, indicó que las sanciones en las cuales se cumplió con el arresto el mismo Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira lo certificó, pero la institución policial, requiere que se aporte el auto del Juzgado en el cual les ordena no aplicar el arresto por haberse ya materializado.

2.2. En el acápite de las pretensiones, la accionante relacionó las siguientes:

i) tutelar el derecho fundamental a libre circulación y locomoción y buen nombre, los cuales están siendo vulnerados por la Policía Nacional Metropolitana de Pereira y Migración Colombia, al no descargar las sanciones de arresto de la base de datos de antecedentes.
ii) Ordenar a las entidades accionadas descargar la información que reposa en la base de datos de antecedentes, pues como fue explicado no existe ninguna de ellas vigente a la fecha, violando de esa manera el derecho a libre locomoción, lo que le ha causado perjuicios morales y materiales. 

Por lo anterior, solicitó una medida provisional con el fin de que se ordenara en forma inmediata a la Dirección De Investigación Criminal E Interpol - Dijin Policía Nacional Metropolitana de Pereira y Migración Colombia de Pereira que descarguen de la base de antecedentes las órdenes de arrestos que se encuentran allí registradas, por vulnerarse mí derecho a la libre circulación y locomoción y buen nombre (Fls. 1-5).

2.3.  Allegó los documentos que sustentan su demanda de amparo (Fls. 6-23).

2.4.  Mediante auto del 28 de junio de 2017 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela, se corrió traslado de la misma a los accionados y se ordenó vincular al trámite a Dirección de Investigación Criminal e Interpol- DIJIN Policía Nacional y Migración Colombia, ambos de la ciudad de Bogotá, así como a los siguientes Juzgados 4º Promiscuo Municipal de Chinchiná, 1º Civil Municipal de Manizales, 3º Penal Municipal para Adolescentes con función de control de Garantías de Pereira, 10º Civil Municipal de Manizales y Promiscuo Municipal de La Virginia (Fl. 26).  Igualmente, se decretó la medida provisional solicitada por la accionante, dándose la orden de descargar los antecedentes que registra la accionante en los despachos judiciales antes referidos, a  la DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL - DIJIN POLICIA NACIONAL con sede en Bogotá y Pereira  y a MIGRACION COLOMBIA siempre y cuando la señora MARCELA BUENO AGUIRRE no fuera requerida por otra autoridad competente o no pesara sobre la misma orden de arresto o de captura, por motivo diverso a los enunciados en esta acción de tutela (Fls. 27-29)

2.5.  Lo anterior, fue notificado a las diferentes autoridades según se advierte del oficio No.1605 del 29 de junio de 2017 y de los correos electrónicos allí relacionados (Fl. 30-46)

3. RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1.  JUZGADO 4º PROMISCUO MUNICIPAL DE CHINCHINÁ, CALDAS

Su titular informó que por incumplimiento al fallo proferido el 22 de abril de 2016 en el cual se habían tutelado los derechos fundamentales a la señora Blanca Doris Torres Quintero, ese despacho adelantó el incidente de desacato en contra de la EPS COOMEVA y sancionó a las doctoras Ángela María Cruz Libreros y Marcela Bueno Aguirre, funcionarias encargadas de hacer cumplir la orden y acatar la misma, respectivamente, con arresto de un (1) día y multa de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, decisión que fue confirmada el 17 de noviembre de 2016 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Chinchiná, Caldas. 
Señaló que mediante proveído del  29 de noviembre de 2016  se dispuso dejar sin efecto las sanciones impuestas a las funcionarias antes mencionadas, lo cual fue notificado con el oficio circular No.297 del 29 de noviembre de 2016 al Comandante de la Policía Metropolitana de Cali, Valle; al Comandante de la Estación de Policía Metropolitana de Manizales, Caldas y al Departamento de Policía de Caldas.  En tal sentido, el trámite incidental se encuentra debidamente archivado.
Por lo tanto, consideró que ese Despacho no ha vulnerado las garantías fundamentales a la actora (Fls. 47 y 48).

Adjuntó copia del oficio circular No.297 del 29 de noviembre de 2016 dirigido a las autoridades antes señaladas (Fls. 49-51) con las guías de la empresa de mensajería 472 respectivas (Fls. 52-56).
3.2. UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL MIGRACIÓN COLOMBIA CON SEDE EN BOGOTÁ
Hizo referencia a las facultadas y funciones conferidas por la Ley 1444 de 2011 y en el Decreto-Ley 4057 de 2011 para informar que en el caso en particular, solicitó un informe a la Subdirección de Control Migratorio acerca de la existencia de alertas en cabeza de la señora Marcela Bueno Aguirre, el cual se recibió mediante correo electrónico del 30 de junio de 2017 en los siguientes términos:

“En atención a su solicitud comunicamos que consultada la base de datos del Sistema Platinum de Migración Colombia, y basados en la información aportada, la ciudadana la ciudadana Marcela BUENO AGUIRRE, fecha de nacimiento: 27.07.1971, identificada con la C.C.  40.393.505, nacionalidad colombiana,  a la hora y fecha, NO tiene consignas asociadas, anotaciones y/o registros que indiquen la existencia de impedimento de salida del país o requerimiento judicial.  

Es de anotar que Migración Colombia es usuaria de la base de datos de la Policía Nacional y es necesario que se realice igual consulta ante esta entidad, con el fin de verificar antecedentes judiciales o requerimientos vigentes de la mencionada ciudadana”.

Así mismo, explicó que en ejercicio de su función como autoridad migratoria, está facultada sólo para ingresar en calidad de usuaria a la base de datos del Sistema Operativo de la Policía Nacional, es decir, Migración ingresa de manera de consulta, por ende en caso de existir un oficio proveniente de la autoridad judicial competente que eventualmente ordene cancelar, modificar, corregir o suprimir registros, es la Policía Nacional en calidad de Administrador de la Información, la institución competente para modificar corregir o cancelar los registros. 

Por lo tanto, consideró que esa Unidad no es la competente para atender las prestaciones de la accionante y en tal sentido, no ha vulnerado derechos fundamentales a la misma.  En tal virtud, solicitó que se desvincule a la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia por falta de legitimación en la causa por pasiva (Fls. 57-59).

3.3.  DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL – BOGOTÁ
Informó que consultado el Sistema Operativo SIOPER  a nombre de la señora Marcela Bueno Aguirre, identificada con la cédula de ciudadanía No.40.393.505, no se observa registro de antecedentes o requerimientos; prueba de ello, es que al consultar los antecedentes judiciales en línea de la misma, a través de la página web de la Policía Nacional le genera el reporte que “NO TIENE ASUNTOS PENDIENTES CON LAS AUTORIDADES JUDICIALES”, de acuerdo a lo dispuesto en la Sentencia SU-458 de 2012 de la Corte Constitucional. 
Por lo anterior, solicitó se denegara el trámite contra la Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL por improcedente (Fl. 64).
3.4. JUZGADO 1º CIVIL MUNICIPAL DE MANIZALES

La Secretaria de ese Despacho informó que por solicitud del área de jurídica de la EPS COOMEVA, se envió al correo electrónico  oscar.castaneda1588@policia.gov.co la documentación que reposa dentro del desacato tramitado bajo el radicado No.17001400300120160014700. 

Así mismo, indicó que por solicitud de la señora Bueno Aguirre se le había entregado al personal de la EPS COOMEVA una certificación que da cuenta que la accionante no cuenta con órdenes de arresto vigentes que hubieran sido expedidas por ese juzgado y que mediante auto del 12 de junio de la presente anualidad,  se había ordenado el levantamiento de cualquier orden de arresto en contra de la misma, lo que fue remitido al coronel Jaime Alberto Escobar Henao, Comandante del Departamento de Policía de Risaralda (Fls. 65 y 66).

3.5. JUZGADO PROMISCUO MUNCIPAL DE LA VIRGINIA, RISARALDA

Su titular informó que en ese Despacho se tramitaron incidentes de desacato en contra de la doctora Marcela Bueno Aguirre como gerente regional de la EPS COOMEVA.

Indicó que por solicitud de los funcionarios jurídicos de la EPS COOMEVA, el pasado 27 de junio, se profirió un auto decretando la nulidad de las sanciones impuestas en contra de la accionante, quien se encontraba retenida para salir del país por sanciones de desacato  vigentes, el cual fue enviado al correo electrónico oscar.castaneda1588@correo.policia.gov.co y se le entregó una copia del mismo a la señora Martha Isabel Pérez de la EPS COOMEVA de ese municipio.

Además, señaló que se expidió un certificado en el que se indicó que la accionante no es requerida por ese despacho y que por ende se encuentra a paz y salvo con los trámites judiciales.

Explicó que se accedió a la solicitud de la actora en la misma fecha en que elevó su petición, ante la premura de su situación y en tal sentido, consideró que la retención a la que fue sometida la accionante, está en cabeza de las autoridades policivas (Fl. 68).
Adjuntó copia del auto del 27 de junio de 2017 donde se decreta la nulidad de los autos y órdenes proferidas en contra de la doctora Marcela Bueno Aguirre; de los correos electrónicos a donde se envió el mencionado auto y del certificado de paz y salvo a nombre de la accionante  (Fls. 69-71). 

3.6. Los Juzgados 3º Penal Municipal para Adolescentes con funciones de Garantías de Pereira y 10 Civil Municipal de Manizales no se pronunciaron frente a la acción de tutela.
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2.  Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades demandadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales a la libre circulación, locomoción y buen nombre invocados por la señora Marcela Bueno Aguirre,  de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5.  Para dilucidar lo anterior, la Sala hará referencia a la jurisprudencia de la  Corte Constitucional con respecto a los derechos fundamentales al buen nombre y al hábeas data, los cuales, si bien tienen una estrecha relación, poseen rasgos específicos que los diferencia, de tal suerte que la vulneración de alguno de ellos no siempre supone el quebrantamiento del otro. Al respecto, la Corte Constitucional ha escindido el núcleo de protección de tales derechos en los siguientes términos: 

“Debe decirse que en lo relativo al manejo de la información, la protección del derecho al buen nombre se circunscribe a que dicha información sea cierta y veraz, esto es, que los datos contenidos en ella no sean falsos ni erróneos. Por su parte, la garantía del derecho a la intimidad hace referencia a que la información no toque aspectos que pertenecen al ámbito de privacidad mínimo que tiene la persona y que sólo a ella interesa. Finalmente, el derecho al habeas data salvaguarda lo relacionado con el conocimiento, actualización y rectificación de la información contenida en los mencionados bancos de datos”
 (Subrayado fuera de texto)

El derecho al buen nombre puede definirse como la reputación o fama de una persona, esto es, como el concepto que el conglomerado social se forma de ella. Así, constituye un derecho de raigambre fundamental y un elemento valioso dentro del patrimonio moral y social, a la vez que es un factor intrínseco de la dignidad humana. Respecto de él, la jurisprudencia de esta Corporación ha precisado que el derecho al buen nombre se encuentra ligado a los actos que realice una persona, de manera que a través de éstos, el conglomerado social se forma un juicio de valor sobre la real dimensión de bondades, virtudes y defectos del individuo”
. 

4.6. Sobre el derecho a la circulación – libertad de locomoción (Según la Sentencia C-879 de 2011):

“El artículo 24 constitucional reconoce a todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, la libertad de circular libremente en el territorio nacional, a entrar y salir de él y a permanecer y residenciarse en Colombia. Se trata de la libertad de locomoción que comprende, por lo menos en su sentido más elemental, la posibilidad de transitar o desplazarse de un lugar a otro dentro del territorio del propio país, especialmente si se trata de las vías y los espacios públicos[10], derecho reconocido en instrumentos internacionales de derechos humanos, tales como PIDCP[11] y la CADH[12].

La libertad de locomoción tiene la naturaleza de derecho fundamental el cual, adicionalmente, reviste una significativa importancia, en tanto que es un presupuesto para el ejercicio de otros derechos y garantías, como por ejemplo, el derecho a la educación, al trabajo o a la salud. [13] 

 

Puede ser objeto de las limitaciones que establezca la ley[14], la jurisprudencia constitucional ha señalado que en virtud de la natura​leza de la libertad de locomoción, la sola circunstancia del cierre de una vía implica afectar o limitar el derecho a circular libremente, salvo que exista una justificación legal y constitucionalmente razonable para ello.[15]  También ha considerado que las limitaciones a esta libertad pueden ser indirectas, es decir, pueden provenir de las consecuencias que genera la actividad que realiza una persona.[16]”

4.7.  DEL CASO EN CONCRETO

4.7.1.  De conformidad con las pruebas arrimadas con el escrito introductorio de la demanda de amparo, la Sala observa que el investigador criminal de la Unidad Investigativa de Campo URI Engativá dirigió al patrullero Óscar Alexander Castañeda Barón de Bogotá el oficio No.S-20170360349 del 27 de junio de 2017, por medio del cual informó que revisada la información sistematizada de antecedentes penales y/o anotaciones, así como de órdenes de captura de la Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL (DIJIN), a nombre de la señora Marcelo Bueno Aguirre, identificada con la cédula de ciudadanía No.40.393.505, aparecían las órdenes de captura por motivo “DESACATO DE TUTELA-ARRESTO” proferidas por los siguientes juzgados (folio 6):

1. No.201600595 del Juzgado 10 Civil Municipal de Manizales, Caldas.
2. No.201100338 del Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia, Risaralda.
3. No.20160007503 del Juzgado 4º Promiscuo Municipal de Chinchiná, Caldas.
4. No.2945 del Juzgado 1º Civil Municipal del Manizales, Caldas.
5. Reportada con el oficio No.0122016 del Juzgado 3º Penal Municipal para Adolescentes con funciones de Garantías de Pereira, Risaralda.

4.7.2. De acuerdo a lo anterior, los juzgados Promiscuo Municipal de La Virginia, Risaralda, el 4º Promiscuo Municipal de Chinchiná, Caldas y el 1º Civil Municipal de Manizales, Caldas, respondieron a la demanda de tutela que la señora Marcela Bueno Aguirre no era requerida para el acatamiento de alguna sentencia de tutela y que las órdenes de arresto se encontraban ya cumplidas.    Por parte del Juzgado 10 Civil Municipal de Manizales, Caldas, no se recibió respuesta a la acción de tutela, pero la actora allegó copia del oficio No.2575 del 12 de mayo de 2017 dirigido al Coronel Jaime Alberto Escobar Henao, Comandante del Departamento de Policía Risaralda, en el cual informó que mediante auto interlocutorio de esa fecha, se había desvinculado a la señora Marcela Bueno Aguirre del incidente de desacato bajo el radicado No.2016 00505 y ordenar a las autoridades correspondientes no aplicar la sanción de arresto. Dicha decisión fue notificada mediante oficio No. 2575 del 12 de mayo de 2016 el cual se radicó el día 16 de junio de 2017 en el Comando de Policía de Pereira (folio 21).  Así  mismo, obra en la foliatura copia del oficio No.04828 del 29 de noviembre de 2016 emitido por el Juzgado 3º Penal Municipal para Adolescentes con funciones de Garantías de Pereira, en el cual la Secretaria de ese Despacho informó al Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira, Jaime Alberto Escobar Henao, que mediante auto de esa fecha se había accedido a levantar la multa pecuniaria impuesta a la doctora Marcela Bueno Aguirre y se había ordenado la cancelación de la orden de captura No.012-2016 por cuanto la misma se había efectiva el 19 de septiembre de 2016 y hasta el 21 de septiembre de 2016 (folio 11) y del oficio No.2700 del 27 junio de 2017 dirigido al señor Óscar Castañeda por medio del cual envían los documentos relacionados con la cancelación de la orden de aprehensión dentro del incidente de desacato No.2016-0089 (folio 12). 
4.7.3.  Ahora bien,  el Jefe del Grupo de Consulta de Información en Base de Datos de la Policía Nacional una vez consultó el Sistema Operativo SIOPER  a nombre de la señora Marcela Bueno Aguirre, identificada con la cédula de ciudadanía No.40.393.505, no observa registro de antecedentes o requerimientos, para lo cual adjuntó copia de la consulta en línea de la  página web www.policia.gov.co donde se advierte que la accionante “NO TIENE ASUNTOS PENDIENTES CON LAS AUTORIDADES JUDICIALES”, según lo dispuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-458 de 2012, lo que significa que no tiene requerimiento judicial vigente (folio 64 frente y vuelto).  Lo anterior, aunado a que en la base de datos del “Sistema Platinum” de la Subdirección de Control Migratorio a la accionante no tiene consignadas anotaciones y/o registros que indiquen la existencia de impedimento de salida del país o requerimiento judicial (folio 58). 

4.7.4.  De acuerdo con lo anterior,  se debe tener que el derecho al habeas data se encuentra consagrado en el artículo 15 de la Constitución Nacional el cual señala en su inciso primero que “Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su  buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas…”.  Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia SU- 458 de 2012 se refirió a la protección del habeas en el entendido de que en las bases de datos se actualizara y rectificara información personal y en tal sentido previno al  Ministerio de Defensa-Policía Nacional-  Dirección de Investigación Criminal que omitiera emplear cualquier fórmula que permita inferir la existencia de antecedentes penales en cabeza de los peticionarios, si efectivamente estos no son requeridos por, ni tienen cuentas pendientes con, las autoridades judiciales.

“La dimensión subjetiva del habeas data: la facultad específica de suprimir como parte de su objeto protegido.

18. Es jurisprudencia constante de esta Corte que el habeas data es un derecho fundamental que habilita al titular de información personal a exigir, de la administradora de sus datos personales, una de las conductas indicadas en el artículo 15 de la Constitución: "conocer, actualizar, rectificar", o una de las conductas reconocidas por la Corte como pretensiones subjetivas de creación jurisprudencial: autorizar, incluir, suprimir y certificar. Esta definición del habeas data que ensalza su dimensión subjetiva fue concebida en la sentencia T-729 de 2002 y afianzada en la sentencia C-1011 de 200837.

Para la Corte la facultad de suprimir información personal, sin embargo, no es de carácter absoluto, ni tampoco procede en todo tiempo y circunstancia. Es en cambio una facultad que sólo se activa cuando el administrador ha incumplido uno de los principios de la administración de datos. Este es el caso, cuando, por ejemplo, se administra información (en su modalidad circulación) sin autorización previa del titular, siendo tal autorización presupuesto de la legalidad del tratamiento de datos (sobre todo en al ámbito de la administración de bases de datos personales por particulares)38. O por ejemplo, cuando la administración-circulación de la información personal continúa aun después de que se ha cumplido un término de caducidad específico39.

19. Para la Corte, la facultad de supresión, como parte integrante del habeas data, tiene una doble faz. Funciona de manera diferente frente a los distintos momentos de la administración de información personal. En una primera faceta es posible ejercer la facultad de supresión con el objeto de hacer desaparecer por completo de la base de datos, la información personal respectiva. Caso en el cual la información debe ser suprimida completamente y será imposible mantenerla o circularla, ni siquiera de forma restringida (esta es la idea original del llamado derecho al olvido). En una segunda faceta, la facultad de supresión puede ser ejercitada con el objeto de hacer desaparecer la información que está sometida a circulación. Caso en el cual la información se suprime solo parcialmente, lo que implica todavía la posibilidad de almacenarla y de circularla, pero de forma especialmente restringida.

Esta segunda modalidad de supresión es una alternativa para conciliar varios elementos normativos que concurren en el caso de la administración de información personal sobre antecedentes penales. Por un lado, la supresión total de los antecedentes penales es imposible constitucional y legalmente. Ya lo vimos al referir el caso de las inhabilidades intemporales de carácter constitucional, las especiales funciones que en materia penal cumple la administración de esta información personal, así como sus usos legítimos en materia de inteligencia, ejecución de la ley y control migratorio. En estos casos, la finalidad de la administración de esta información es constitucional y su uso, para esas específicas finalidades, está protegido además por el propio régimen del habeas data. Sin embargo, cuando la administración de la información personal relacionada con antecedentes pierde conexión con tales finalidades deja de ser necesaria para la cumplida ejecución de las mismas, y no reporta una clara utilidad constitucional; por tanto, el interés protegido en su administración pierde vigor frente al interés del titular de tal información personal. En tales casos, la circulación indiscriminada de la información, desligada de fines constitucionales precisos, con el agravante de consistir en información negativa, y con el potencial que detenta para engendrar discriminación y limitaciones no orgánicas a las libertades, habilita al sujeto concernido para que en ejercicio de su derecho al habeas data solicite la supresión relativa de la misma…

(…) 35. Con el propósito de proteger el derecho fundamental al habeas data, en sus tres dimensiones: cumplimiento de los principios de la administración de datos (finalidad, utilidad, necesidad y circulación restringida); derecho subjetivo a la supresión relativa de la información personal negativa;  y garantía del derecho al trabajo de los peticionarios, la Corte ordenará al Ministerio de Defensa-Policía Nacional, en tanto administrador responsable de la base de datos sobre antecedentes penales que, para los casos de acceso a dicha información por parte de particulares, en especial, mediante el acceso a la base de datos en línea a través de las plataformas respectivas de la Internet, omita emplear cualquier fórmula que permita inferir la existencia de antecedentes penales en cabeza de los peticionarios, si efectivamente estos no son requeridos por, ni tienen cuentas pendientes con, las autoridades judiciales.

 

En la medida en que la vulneración del derecho al habeas data se concreta en la conducta del administrador de la base de datos sobre antecedentes penales, que permite que terceros tengan acceso indiscriminado, inorgánico y no acorde con una finalidad clara y precisa establecida en la Constitución o la Ley, a dicha información personal, la Corte ordenará al Ministerio de Defensa-Policía Nacional, o a la autoridad encargada de la administración de la base de datos de antecedentes penales que al momento de facilitar el acceso a dicha base de datos impida que terceros sin un interés legítimo, previamente definido en la ley, conozcan que los peticionarios A, B, C, D, E, F, G, H, I, J,  K, L y M fueron condenados alguna vez por la comisión de un delito. En esta medida, ordenará al Ministerio de Defensa-Policía Nacional retomar la práctica administrativa del entonces DAS, vigente hasta antes de la expedición de la resolución 1157 de 2008. Esto es, que la leyenda sobre el certificado o la constancia de los antecedentes penales, sea por escrito, sea en documento electrónico o de cualquier otra forma posible, sea la misma empleada en la resolución 1041 de 2004 del entonces DAS. Es decir: “no tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales”.

 

En aquella oportunidad la Corte Constitucional ordenó al Ministerio de Defensa-Policía Nacional, como administrador responsable de la base de datos sobre antecedentes penales que, para los casos de acceso a dicha información por parte de particulares, en especial, mediante el acceso a la base de datos en línea a través de las plataformas respectivas de la Internet, omitiera emplear cualquier fórmula que permitiera concluir la existencia de antecedentes judiciales por parte de los accionantes, si estos no eran requeridos, ni tenían cuentas pendientes con las autoridades judiciales. Para tal fin, dispuso retomar la práctica administrativa del entonces DAS vigente hasta antes de la expedición de la resolución 1157 de 2008. Esto es, que la leyenda sobre el certificado o la constancia de los antecedentes penales, por escrito, en documento electrónico o de cualquier otra forma posible, sea la misma empleada en la resolución 1041 de 2004 del entonces DAS. Es decir: “no tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales”. 
4.7.5.  De acuerdo con la jurisprudencia relacionada y con base en las pruebas que obran dentro del expediente, esta Sala concluye que la pretensión principal del accionante se encuentra satisfecha, y por tal razón no existe la necesidad de entrar a analizar si existe o no una conculcación de los derechos fundamentales invocados, toda vez que con las actuaciones de los despachos judiciales vinculados al presente trámite y de la Policía Nacional se puede establecer que la señora Marcela Bueno Aguirre no tiene requerimiento pendiente con alguna autoridad competente.

4.7.6. Consecuente con lo anterior, el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991 señala que cuando la tutela está en curso y se dicta la resolución administrativa o judicial que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, “se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”. De allí que al haberse ya realizado el propósito de la demanda tutelar sobre ese punto específico, carece de objeto, tal como lo ha reiterado la Corte Constitucional de la siguiente manera:
“…el objeto esencial de la acción de tutela es garantizar la efectiva e inmediata protección de los derechos fundamentales, pues, ciertamente, el sentido de este amparo judicial es que el juez constitucional, una vez analizado el caso particular, pueda proferir un fallo en procura de la defensa de los derechos vulnerados al afectado, siempre y cuando exista motivo para ello. Pero si la situación fáctica que generó la amenaza o vulneración ya ha sido superada, la decisión que pueda proferir el juez de tutela  no tendría ninguna resonancia frente a la posible acción u omisión de la autoridad pública, pues, a los afectados ya se les satisfizo lo pretendido en el escrito de tutela, mediante la actuación positiva de las autoridades públicas al garantizar eficazmente el derecho fundamental.
 

Todo lo anterior permite establecer que el motivo que originó la presente acción de tutela ha desaparecido durante el trámite de ésta, ello por la actividad de las entidades accionadas y vinculadas, lo cual indica que no se hace necesario impartir una orden en tal sentido, configurándose con ello la figura del hecho superado.  

5. DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado en la acción de tutela interpuesta por la señora Marcela Bueno Aguirre en contra de la Dirección de Investigación Criminal e Interpol, Migración Colombia y otros.
SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Y en caso de no ser objeto de recurso se ORDENA remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario 
� Sentencia T-411 de 1995.


� Sentencia T-067 de 2007. 


� Sentencia T-463/97
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